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INTRODUCCIÓN 

Esta sección de la Revista, se dedica a integrar bloques nor-
mativos, de instituciones  jurídicas de trascendencia social, 
partiendo de su previsión constitucional, su regulación nor-

mativa y los criterios emitidos por el Poder Judicial Federal.
Iniciamos con la Responsabilidad Patrimonial del Estado.La 

Responsabilidad Patrimonial del Estado, cuenta con sus primeros 
antecedentes en las Leyes de Reclamaciones de 1885, 1911 y 1917. 
En el 1994 el Código Civil Federal contemplo la responsabilidad 
subsidiaria del Estado.

Para 2002, se adiciono un párrafo in fine al artículo 113, previ-
niendo la responsabilidad patrimonial del Estado, objetiva y direc-
ta. El artículo único transitorio, determinó que la Federación y las 
entidades federativas deberían emitir una ley que regulara a dicha 
institución o en su caso, adoptar su legislación, contando con dos 
años para ello. En 2015, se introdujo en el artículo 113 de la Carta 
Fundamental Federal, el sistema Nacional Anticorrupción, por lo 
que el último párrafo del artículo 113, se trasladó al numeral 109 
como párrafo in fine.

Artículo 109. ...
La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de 

su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos 
de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán 
derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y proce-
dimientos que establezcan las leyes
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LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO

Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de 
diciembre de 2004

TEXTO VIGENTE
Última reforma publicada DOF 20-05-2021

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados 
Unidos Mexicanos. - Presidencia de la República.
VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, a sus habitantes sabed: Que el Honorable Congreso de 
la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente

DECRETO
“EL CONGRESO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
DECRETA:

SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO. ARTÍCULO PRIMERO.- Se 
expide la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, 
para quedar como sigue:

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL 

ESTADO.

CAPÍTULO I

Disposiciones Generales

ARTÍCULO 1.- La presente Ley es reglamentaria del segundo 
párrafo del artículo 113 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y sus disposiciones son de orden público e inte-
rés general; tiene por objeto fijar las bases y procedimientos para 
reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación 
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jurídica de soportarlo, sufran daños en cualquiera de sus bienes y 
derechos como consecuencia de la actividad administrativa irre-
gular del Estado. La responsabilidad extracontractual a cargo del 
Estado es objetiva y directa, y la indemnización deberá ajustarse 
a los términos y condiciones señalados en esta Ley y en las demás 
disposiciones legales a que la misma hace referencia.

Para los efectos de esta Ley, se entenderá por actividad adminis-
trativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de 
los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en 
virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justifica-
ción para legitimar el daño de que se trate.

ARTÍCULO 2.- Son sujetos de esta Ley, los entes públicos fede-
rales. Para los efectos de la misma, se entenderá por entes públicos 
federales, salvo mención expresa en contrario, a los Poderes Judicial, 
Legislativo y Ejecutivo de la Federación, organismos constituciona-
les autónomos, dependencias, entidades de la Administración Pú-
blica Federal, los Tribunales Federales Administrativos y cualquier 
otro ente público de carácter federal.

Párrafo reformado DOF 20-05-2021
Los preceptos contenidos en el Capítulo II y demás disposiciones 

de esta Ley serán aplicables, en lo conducente, para cumplimentar 
los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así 
como las recomendaciones de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
aceptadas por los entes públicos federales y por el Estado Mexicano 
en su caso, en cuanto se refieran al pago de indemnizaciones.

Párrafo reformado DOF 30-04-2009
La aceptación y cumplimiento de las recomendaciones a que se 

refiere el párrafo anterior, en su caso, deberá llevarse a cabo por el 
ente público federal que haya sido declarado responsable; lo mismo 
deberá observarse para el cumplimiento de los fallos jurisdiccio-
nales de reparación. Será la Secretaría de Relaciones Exteriores el 
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conducto para informar de los cumplimientos respectivos, tanto a la 
Comisión como a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
según corresponda.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos y sus servido-
res públicos, no son sujetos de responsabilidad patrimonial por las 
opiniones y recomendaciones que formulen, así como por los actos 
que realicen en ejercicio de las funciones de su competencia.

Párrafo adicionado DOF 30-04-2009
ARTÍCULO 3.- Se exceptúan de la obligación de indemnizar, 

de acuerdo con esta Ley, además de los casos fortuitos y de fuerza 
mayor, los daños y perjuicios que no sean consecuencia de la acti-
vidad administrativa irregular del Estado, así como aquellos que 
se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido 
prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia 
o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento y en 
aquellos casos en los que el solicitante de la indemnización sea el 
único causante del daño.

ARTÍCULO 4.- Los daños y perjuicios materiales que consti-
tuyan la lesión patrimonial reclamada, incluidos  los  personales  y  
morales,  habrán  de  ser  reales,  evaluables  en  dinero,  directa-
mente relacionados con una  o  varias personas, y desiguales a  los 
que pudieran afectar al común de la población.

ARTÍCULO 5.- Los entes públicos federales cubrirán las in-
demnizaciones derivadas de responsabilidad patrimonial que se  
determinen conforme a  esta  Ley,  con  cargo  a  sus  respectivos 
presupuestos.

Los pagos de las indemnizaciones derivadas de responsabilidad 
patrimonial se realizarán conforme a la disponibilidad presupuesta-
ria del ejercicio fiscal correspondiente, sin afectar el cumplimiento 
de los objetivos de los programas que se aprueben en el Presupuesto 
de Egresos de la Federación.
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En la fijación de los montos de las partidas presupuestales debe-
rán preverse las indemnizaciones que no hayan podido ser pagadas 
en el ejercicio inmediato anterior, según lo dispuesto en los artículos 
8 y 11 de la presente Ley.

ARTÍCULO 6.- Los entes públicos federales, tomando en cuen-
ta la disponibilidad de recursos para el ejercicio fiscal correspon-
diente, incluirán en sus respectivos anteproyectos de presupuesto los 
recursos para cubrir las erogaciones derivadas de responsabilidad 
patrimonial conforme al orden establecido en el registro de indem-
nizaciones a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley.

La suma total de los recursos comprendidos en los respectivos 
presupuestos aprobados de los entes públicos federales, no podrá 
exceder del equivalente al 0.3 al millar del gasto programable del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 
correspondiente.

ARTÍCULO 7.- El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, en los términos de la Ley de Pre-
supuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, deberá autorizar 
el traspaso de los montos presupuestales aprobados a las diferentes 
dependencias o entidades de la Administración Pública Federal 
para responsabilidad patrimonial, cuando por la naturaleza de la 
actividad administrativa de las mismas, sea pertinente y se justifique 
ante las autoridades competentes.

En el caso de las entidades no sujetas o sujetas parcialmente a 
control presupuestal, los traspasos correspondientes deberán ser 
aprobados por los órganos de gobierno respectivos.

ARTÍCULO 8.- Las indemnizaciones fijadas por autoridades 
administrativas que excedan del monto máximo presupuestado en 
un ejercicio fiscal determinado serán cubiertas en el siguiente ejer-
cicio fiscal, según el orden de registro a que se refiere el artículo 16 
de la presente Ley.
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ARTÍCULO 9.- La presente Ley se aplicará supletoriamente a 
las diversas leyes administrativas que contengan un régimen especial 
de responsabilidad patrimonial del Estado. A falta de disposición 
expresa en esta Ley, se aplicarán las disposiciones contenidas en la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo, el Código Fiscal de 
la Federación, el Código Civil Federal y los principios generales del 
derecho.

ARTÍCULO 10.- Los entes públicos tendrán la obligación de 
denunciar ante el Ministerio Público a toda persona que directa o 
indirectamente participe, coadyuve, asista o simule la producción 
de daños con el propósito de acreditar indebidamente la Responsa-
bilidad Patrimonial del Estado o de obtener alguna de las indemni-
zaciones a que se refiere esta Ley.

CAPÍTULO II

De las Indemnizaciones

ARTÍCULO  11.-  La  indemnización  por  Responsabilidad  Patri-
monial  del  Estado  derivada  de  la actividad administrativa irre-
gular, deberá pagarse al reclamante de acuerdo a las modalidades 
que establece esta Ley y las bases siguientes:

a) Deberá pagarse en moneda nacional;
b) Podrá convenirse su pago en especie;
c)  La  cuantificación de  la  indemnización se  calculará  de  

acuerdo  a  la  fecha  en  que  la  lesión efectivamente se produjo o 
la fecha en que haya cesado cuando sea de carácter continuo;

d) En todo caso deberá actualizarse la cantidad a indemnizar al 
tiempo en que haya de efectuarse el cumplimiento de la resolución 
por la que se resuelve y ordena el pago de la indemnización;

e) En caso de retraso en el cumplimiento del pago de la indemni-
zación procederá la actualización de conformidad con lo dispuesto 
en el Código Fiscal de la Federación, y
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f) Los entes públicos federales podrán cubrir el monto de la 
indemnización mediante parcialidades en ejercicios fiscales subse-
cuentes, realizando una proyección de los pagos de acuerdo a lo 
siguiente:

1.	 Los diversos compromisos programados de ejercicios fiscales 
anteriores y los que previsiblemente se presentarán en el ejer-
cicio de que se trate;

2.	 El monto de los recursos presupuestados o asignados en los 
cinco ejercicios fiscales previos al inicio del pago en parciali-
dades, para cubrir la Responsabilidad Patrimonial del Estado 
por la actividad administrativa irregular impuestas por auto-
ridad competente, y

3.	 Los recursos que previsiblemente serán aprobados y asigna-
dos en el rubro correspondiente a este tipo de obligaciones 
en los ejercicios fiscales subsecuentes con base en los antece-
dentes referidos en el numeral anterior y el comportamiento 
del ingreso-gasto.

ARTÍCULO 12.- Las indemnizaciones corresponderán a la re-
paración integral del daño y, en su caso, por el daño personal y 
moral.

ARTÍCULO 13.- El monto de la indemnización por daños y 
perjuicios materiales se calculará de acuerdo con los criterios esta-
blecidos por la Ley de Expropiación, el Código Fiscal de la Fede-
ración, la Ley General de Bienes Nacionales y demás disposiciones 
aplicables, debiéndose tomar en consideración los valores comer-
ciales o de mercado.

ARTÍCULO 14.- Los montos de las indemnizaciones se calcula-
rán de la siguiente forma:
I. En el caso de daños personales:

a) Corresponderá una indemnización con base en los dictámenes 
médicos correspondientes, conforme a lo dispuesto para riesgos de 
trabajo en la Ley Federal del Trabajo, y
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b) Además de la indemnización prevista en el inciso anterior, el 
reclamante o causahabiente tendrá derecho a que se le cubran los 
gastos médicos que en su caso se eroguen, de conformidad con la 
propia Ley Federal del Trabajo disponga para riesgos de trabajo.
II. En el caso de daño moral, la autoridad administrativa o juris-
diccional, en su caso, calculará el monto de la indemnización de 
acuerdo con los criterios establecidos en el Código Civil Federal, 
debiendo tomar en consideración los dictámenes periciales ofreci-
dos por el reclamante.

La indemnización por daño moral que el Estado esté obligado a 
cubrir no excederá del equivalente a 20,000 veces el salario mínimo 
general diario vigente en el Distrito Federal, por cada reclamante 
afectado, y
III. En el caso de muerte, el cálculo de la indemnización se hará 
de acuerdo a lo dispuesto en el Código Civil Federal en su artículo 
1915.

ARTÍCULO 15.- Las  indemnizaciones deberán cubrirse en  su  
totalidad de  conformidad con  los términos y condiciones dispues-
tos por esta Ley y a las que ella remita. En los casos de haberse cele-
brado contrato de seguro contra la responsabilidad, ante la eventual 
producción de daños y perjuicios que  sean  consecuencia de  la  
actividad  administrativa irregular del  Estado,  la  suma  asegurada 
se destinará a cubrir el monto equivalente a la reparación integral. 
De ser ésta insuficiente, el Estado continuará obligado a resarcir la 
diferencia respectiva. El pago de cantidades líquidas por concepto 
de deducible corresponde al Estado y no podrá disminuirse de la 
indemnización.

ARTÍCULO 16.- Las sentencias firmes deberán registrarse por 
el ente público federal responsable, quienes deberán llevar un regis-
tro de indemnizaciones debidas por responsabilidad patrimonial, 
que será de consulta pública.
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Las indemnizaciones por lesiones patrimoniales serán pagadas 
tomando en cuenta el orden cronológico en que se emitan las reso-
luciones de las autoridades administrativas.

CAPÍTULO III 

Del Procedimiento

ARTÍCULO 17.- Los procedimientos de responsabilidad patrimo-
nial de los entes públicos federales se iniciarán por reclamación de 
la parte interesada.

ARTÍCULO 18.- La parte interesada deberá presentar su recla-
mación ante la dependencia o entidad presuntamente responsable 
u organismo constitucional autónomo, conforme a lo establecido en 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Párrafo reformado DOF 12-06-2009
Los  particulares  en  su  demanda,  deberán  señalar,  en  su  

caso,  el  o  los  servidores  públicos involucrados en la actividad 
administrativa que se considere irregular.

Si  iniciado el  procedimiento de  responsabilidad patrimonial 
del  Estado, se  encontrare pendiente alguno de los procedimientos 
por los que el particular haya impugnado el acto de autoridad que 
se reputa como dañoso, el procedimiento de responsabilidad patri-
monial del Estado se suspenderá hasta en tanto en los otros proce-
dimientos, la autoridad competente no haya dictado una resolución 
que cause estado.

ARTÍCULO 19.- El procedimiento de responsabilidad patri-
monial deberá ajustarse, además de lo dispuesto por esta Ley, a lo 
dispuesto por la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, en la vía jurisdiccional.

Artículo reformado DOF 12-06-2009
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ARTÍCULO 20.- La nulidad o anulabilidad de actos adminis-
trativos por la vía administrativa, o por la vía jurisdiccional con-
tencioso-administrativa, no presupone por sí misma derecho a la 
indemnización.

ARTÍCULO 21.- El daño que se cause al patrimonio de los par-
ticulares por la actividad administrativa irregular, deberá acreditar-
se tomando en consideración los siguientes criterios:

a) En los casos en que la causa o causas productoras del daño 
sean identificables, la relación causa-efecto entre la lesión patrimo-
nial y la acción administrativa irregular imputable al Estado deberá 
probarse fehacientemente, y

b) En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y 
condiciones causales, así como la participación de otros agentes en 
la generación de la lesión reclamada, deberá probarse a través de 
la identificación precisa de los hechos que produjeron el resultado 
final, examinando rigurosamente las condiciones o circunstancias 
originales o sobrevenidas que hayan podido atenuar o agravar la 
lesión patrimonial reclamada.

ARTÍCULO 22.- La  responsabilidad  del  Estado  deberá  pro-
barla  el  reclamante  que  considere lesionado su  patrimonio, por 
no  tener la obligación jurídica de soportarlo. Por su parte, al  Es-
tado corresponderá probar, en su caso, la participación de terceros 
o del propio reclamante en la producción de los daños y perjuicios 
irrogados al mismo; que los daños no son consecuencia de la acti-
vidad administrativa irregular del Estado; que los daños derivan 
de hechos o circunstancias imprevisibles o inevitables según los co-
nocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento 
de su acaecimiento, o bien, la existencia de la fuerza mayor que lo 
exonera de responsabilidad patrimonial.

ARTÍCULO 23.- Las resoluciones que dicte el ente público fe-
deral con motivo de las reclamaciones que prevé la presente Ley, 
deberán contener como elementos mínimos los siguientes: El relati-
vo a la existencia de  la  relación de  causalidad entre la  actividad 
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administrativa y la  lesión producida y la valoración del daño o 
perjuicio causado, así como el monto en dinero o en especie de la 
indemnización, explicitando los criterios utilizados para su cuanti-
ficación. Igualmente en los casos de concurrencia previstos en  el  
Capítulo IV  de  esta  Ley,  en  dicha  resolución se  deberán  razo-
nar  los  criterios  de imputación y la graduación correspondiente 
para su aplicación a cada caso en particular.

Artículo reformado DOF 12-06-2009
ARTÍCULO 24.- Las resoluciones de la autoridad administrati-

va que nieguen la indemnización, o que, por su monto, no satisfa-
gan al interesado podrán impugnarse mediante recurso de revisión 
en vía administrativa o bien, directamente por vía jurisdiccional 
ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

Artículo reformado DOF 12-06-2009
ARTÍCULO 25.- El derecho a reclamar indemnización prescri-

be en un año, mismo que se computará a partir del día siguiente a 
aquel en que se hubiera producido la lesión patrimonial, o a partir 
del momento en que hubiesen cesado sus efectos lesivos, si fuesen 
de carácter continuo. Cuando existan daños de carácter físico o 
psíquico a las personas, el plazo de prescripción será de dos años.

Los plazos de prescripción previstos en este artículo, se interrum-
pirán al iniciarse el procedimiento de reclamación, a través de los 
cuales se impugne la legalidad de los actos administrativos que pro-
bablemente produjeron los daños o perjuicios.

Párrafo reformado DOF 12-06-2009
ARTÍCULO 26.- Los  reclamantes  afectados  podrán  cele-

brar  convenio  con  los  entes  públicos federales, a fin de dar 
por concluida la controversia, mediante la fijación y el pago de la 
indemnización que las partes acuerden. Para la validez de dicho 
convenio se requerirá, según sea el caso, la aprobación por parte de 
la contraloría interna o del órgano de vigilancia correspondiente.
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CAPÍTULO IV

De la Concurrencia

ARTÍCULO 27.- En caso de concurrencia acreditada en términos 
del artículo 21 de esta Ley, el pago de  la  indemnización  deberá  
distribuirse  proporcionalmente entre  todos  los  causantes  de  la  
lesión patrimonial  reclamada,  de  acuerdo  con  su  respectiva  
participación. Para  los  efectos  de  la  misma distribución, las 
autoridades administrativas tomarán en cuenta, entre otros, los si-
guientes criterios de imputación, mismos que deberán graduarse y 
aplicarse de acuerdo con cada caso concreto:

a) Deberá atribuirse a cada ente público federal los hechos o ac-
tos dañosos que provengan de su propia organización y operación, 
incluyendo las de sus órganos administrativos desconcentrados;

b) Los entes públicos federales responderán únicamente de los 
hechos o actos dañosos que hayan ocasionado los servidores públi-
cos que les estén adscritos;

c) Los entes públicos federales que tengan atribuciones o res-
ponsabilidad respecto de la prestación del servicio público y cuya 
actividad haya producido los hechos o actos dañosos responde-
rán de los mismos, sea por prestación directa o con colaboración 
interorgánica;

d) Los entes públicos federales que hubieran proyectado obras 
que hayan sido ejecutadas por otras responderá de los hechos o 
actos dañosos causados, cuando las segundas no hayan tenido el 
derecho de modificar el proyecto por cuya causa se generó la lesión 
patrimonial reclamada. Por su parte, los entes públicos federales 
ejecutores responderán de los hechos o actos dañosos producidos, 
cuando éstos no hubieran tenido como origen deficiencias en el pro-
yecto elaborado, y
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e) Cuando en los hechos o actos dañosos concurra la interven-
ción de la autoridad federal y la local, la primera deberá responder 
del pago de la indemnización en forma proporcional a su respectiva 
participación, quedando la parte correspondiente de la entidad fe-
derativa en los términos que su propia legislación disponga.

El Gobierno Federal, a través de la Secretaría de la Función Pú-
blica, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, podrá celebrar 
convenios de coordinación con las entidades federativas respecto de 
la materia que regula la presente Ley.

ARTÍCULO 28.- En el supuesto de que el reclamante se en-
cuentre entre los causantes de la lesión cuya reparación solicita, la 
proporción cuantitativa de su participación en el daño y perjuicio 
causado se deducirá del monto de la indemnización total.

ARTÍCULO 29.- En el supuesto de que entre los causantes de 
la lesión patrimonial reclamada no se pueda identificar su exacta 
participación en la producción de la misma, se establecerá entre 
ellos una responsabilidad solidaria frente al reclamante, debiéndose 
distribuir el pago de la indemnización en partes iguales entre todos 
los cocausantes.

ARTÍCULO 30.- En el supuesto de que las reclamaciones de-
riven de  hechos o actos dañosos producidos como consecuencia 
de una concesión de servicio público por parte de la Administra-
ción Pública Federal, y las lesiones patrimoniales hayan tenido 
como causa una determinación del concesionante que sea de in-
eludible cumplimiento para el concesionario, el Estado responderá 
directamente.

Los  concesionarios tendrán  la  obligación  de  contratar  seguros  
u  otorgar  garantías  a  favor  del concesionante, para el caso de que 
la lesión reclamada haya sido ocasionada por la actividad del con-
cesionario y no se derive de una determinación del concesionante.
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CAPÍTULO V

Del Derecho del Estado de Repetir contra los Servidores 
Públicos

ARTÍCULO 31.- El Estado podrá repetir de los servidores públicos 
el pago de la indemnización cubierta a los particulares cuando, pre-
via substanciación del procedimiento administrativo disciplinario 
previsto  en  la  Ley  Federal  de  Responsabilidades  Administrativas  
de  los  Servidores  Públicos,  se determine su responsabilidad, y que 
la falta administrativa haya tenido el carácter de infracción grave. 
El monto que se exija al servidor público por este concepto formará 
parte de la sanción económica que se le aplique.

La gravedad de la infracción se calificará de acuerdo con los cri-
terios que establece la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los  Servidores Públicos.  Además, se tomarán en  cuenta  
los siguientes criterios: Los estándares promedio de la actividad 
administrativa, la perturbación de la misma, la existencia o no de 
intencionalidad, la responsabilidad profesional y su relación con la 
producción del resultado dañoso.

ARTÍCULO 32.- El Estado podrá, también, instruir igual pro-
cedimiento a los servidores públicos por él nombrados, designados 
o contratados y, en general, a toda persona que desempeñe un em-
pleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración 
Pública Federal, cuando le hayan ocasionado daños y perjuicios en 
sus bienes y derechos derivado de faltas o infracciones administrati-
vas graves. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto por otras leyes 
aplicables en la materia.

ARTÍCULO 33.- Los servidores públicos podrán impugnar las 
resoluciones administrativas por las que se les imponga la obliga-
ción de resarcir los daños y perjuicios que el Estado haya pagado 
con motivo de los reclamos indemnizatorios respectivos, a través del 
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recurso de revocación, o ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en términos de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos.

ARTÍCULO 34.- La presentación de reclamaciones por respon-
sabilidad patrimonial del Estado interrumpirá los plazos de pres-
cripción que la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas 
de los Servidores Públicos determina para iniciar el procedimiento 
administrativo disciplinario a los servidores públicos, los cuales 
se reanudarán cuando quede firme la resolución o sentencia de-
finitiva que al efecto se dicte en el primero de los procedimientos 
mencionados.

ARTÍCULO 35.- Las cantidades que se obtengan con motivo 
de las sanciones económicas que las autoridades competentes im-
pongan a los servidores públicos, en términos de lo dispuesto por la 
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos se adicionarán, según corresponda, al monto de los recur-
sos previstos para cubrir las obligaciones indemnizatorias derivadas 
de la responsabilidad patrimonial de los entes públicos federales.

ARTÍCULO SEGUNDO.- .........
ARTÍCULO TERCERO.- .........

DECRETO por el que se aprueba el diverso  por el que se modi-
fica  la denominación  del Título. Cuarto y se adiciona un segundo 
párrafo al articulo 113 de la Constitución  Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002
ARTICULO UNICO.- Se modifica la denominación del Título 

Cuarto y se adiciona un segundo párrafo al artículo 113 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar 
como sigue:



346
Revista del posgrado en derecho de la UNAM | revistaderecho.posgrado.unam.mx año 

10, Nº 17, julio - diciembre 2022 | https://doi.org/ 10.22201/ppd.26831783e.2022.17

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto  entrará en vigor el 10.  de enero del 
segundo año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación.

La Federación, las entidades federativas y los municipios conta-
rán con el periodo comprendido entre la publicación del presente 
Decreto y su entrada en vigor,  para expedir las  leyes  o  realizar 
las modificaciones necesarias,  según sea el caso, a fin de proveer 
el debido cumplimiento del mismo,  así como para incluir en sus 
respectivos presupuestos,  una partida para hacer frente a su res-
ponsabilidad patrimonial.

La aprobación de la reforma constitucional implicará necesa-
riamente la adecuación a las disposiciones jurídicas secundarias, 
tanto en el ámbito federal como en el local, conforme a los criterios 
siguientes:

a) El pago de la indemnización se efectuaría después de seguir 
los procedimientos para determinar que al particular efectivamente 
te corresponde dicha indemnización, y

b) El pago de la indemnización estará sujeto a la disponibilidad 
presupuestaria del ejercido fiscal de que se trate.

Para la expedición de las leyes o la realización de las modifica-
ciones necesarias para proveer al debido cumplimiento del decreto, 
se contaría con el periodo comprendido entre la publicación del 
decreto y su entrada en vigor. Según la fecha de aprobación del 
Decreto y su consiguiente publicación, el citado periodo no sería 
menor a un año ni mayor a dos.

SALON DE SESIONES  DE LA COMISION PERMANENTE 
DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNION.- México, D.F., 
a 15 de mayo de 2002.· Sen. Diego Fernández de Cevallos Ramos, 
Presidente.- Dip.  Manuel Añorve Baños, Secretario. - Rúbricas".
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En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I   del Artículo 
89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
para su debida publicación y observancia, expido el presente De-
creto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de 
México, Distrito Federal, a los trece días del mes de junio de dos mil 
dos. - Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Goberna-
ción, Santiago Creel Miranda. - Rúbrica.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor el 1o. de enero 
del año 2005.

SEGUNDO.- Los asuntos que se encuentren en trámite en los 
entes públicos federales, relacionados con la indemnización a los 
particulares derivada de las faltas administrativas en que hubieren 
incurrido los  servidores públicos, se  atenderán hasta su  total ter-
minación de  acuerdo con las  disposiciones aplicables a la fecha en 
que inició el procedimiento administrativo correspondiente.

México, D.F., a 14 de diciembre de 2004.- Dip. Manlio Fabio 
Beltrones Rivera, Presidente.- Sen. Diego Fernández de Ceva-
llos Ramos, Presidente.- Dip. Marcos Morales Torres, Secre-
tario.- Sen. Sara I. Castellanos Cortés, Secretaria.- Rúbricas.”

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para 
su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en 
la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, 
Distrito Federal, a los treinta días del mes de diciembre de dos mil 
cuatro.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Go-
bernación, Santiago Creel Miranda.- Rúbrica.

DECRETO por el que se aprueba el diverso  por el que se modi-
fica  la denominación  del Título. Cuarto y se adiciona un segundo 
párrafo al articulo 113 de la Constitución  Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.
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Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002
ARTICULO UNICO.- Se modifica la denominación del Título 

Cuarto y se adiciona un segundo párrafo al artículo 113 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar 
como sigue:

Por otra parte en el Semanario Judicial de la Federación encontra-
mos los precedentes siguientes 

Registro digital: 2022176
Instancia: Segunda Sala
Décima Época
Materia(s): Constitucional, Común
Tesis: 2a. XVII/2020 (10a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 79, Octubre de 2020, Tomo I, página 1056
Tipo: Aislada

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTA-
DO. PROCEDE OTORGAR EL AMPARO CON-
TRA LA OMISIÓN LEGISLATIVA ABSOLUTA DE 
LOS CONGRESOS LOCALES DE EMITIR LA LEY 
RESPECTIVA, CON INDEPENDENCIA DE LAS 
SUPUESTAS CARENCIAS PRESUPUESTALES 
PARA IMPLEMENTAR DICHA LEGISLACIÓN.

Hechos: Un Juez de Distrito otorgó el amparo contra 
la omisión de un Congreso Local de cumplir con su ob-
ligación constitucional de expedir la norma local de re-
sponsabilidad patrimonial del Estado. En contra de esa 
sentencia, el Congreso responsable interpuso recurso 
de revisión, aduciendo que no podría dar efectividad 
al amparo concedido, debido a una supuesta carencia 
presupuestaria para implementar dicho ordenamiento 
legal.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, determina que procede 
confirmar el amparo concedido contra la omisión legis-
lativa absoluta del Congreso Local de emitir la Ley de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado, con indepen-
dencia de las supuestas carencias presupuestales para 
implementar dicha legislación.

Justificación: Lo anterior, toda vez que el mandato 
del Constituyente Permanente de expedir las normas 
locales en materia de responsabilidad patrimonial del 
Estado, fue acompañado de la diversa obligación con-
stitucional de que las entidades federativas incluyesen 
una partida en sus presupuestos para hacer frente a las 
indemnizaciones que deriven de los daños ocasionados 
por el actuar administrativo irregular. En ese sentido, el 
juicio de amparo no puede ser pretextado para revisar, 
modificar, ni mucho menos excusar del cumplimiento 
a los Congresos Locales de un mandato constitucional 
que los constriñó a que adoptaran las medidas presu-
puestales para dar efectividad al derecho fundamental 
a la reparación por la responsabilidad patrimonial del 
Estado. La obligación contraída constitucionalmente, 
una vez entrada en vigor, debió y debe ser acatada en su 
totalidad por las Legislaturas Estatales, sin excepciones 
ni modulaciones, por lo que pese a que se alegue una 
pretendida dificultad presupuestaria para expedir la Ley 
de Responsabilidad Patrimonial del Estado, la Suprema 
Corte no puede sino obligar al Congreso responsable a 
que dé cumplimiento cabal a tales mandatos constitucio-
nales, pues no debe inadvertirse que la Constitución no 
obra con permiso de las leyes, sino que las leyes obran 
con permiso de la Constitución; de ahí que la eficacia 
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de ésta no puede encontrarse a expensas de la discrecio-
nalidad, voluntad o capricho de los órganos legislativos 
ordinarios.

Amparo en revisión 941/2019. Antonio Sánchez 
Domínguez y otro. 13 de mayo de 2020. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con salve-
dad 

Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 
a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Feder-
ación.

http://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2022176
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Registro digital: 2024340
Undécima Época
Materia(s): Administrativa
Tesis: I.4o.A.14 A (11a.)
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Tipo: Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.
Publicación: Viernes 18 de marzo de 2022 10:21 horas

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ES-
TADO. PROCEDE LA REPARACIÓN INTEGRAL 
DEL DAÑO Y, POR ENDE, EL PAGO DE LA IN-
DEMNIZACIÓN CORRESPONDIENTE CUAN-
DO SE VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL 
A UNA BUENA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
(LEGISLACIÓN DE LA CIUDAD DE MÉXICO).

Hechos: Una persona presentó reclamación de re-
sponsabilidad patrimonial contra la actividad irregular 
de la Agencia de Gestión Urbana y de una Alcaldía de 
la Ciudad de México, con motivo del fallecimiento de 
su cónyuge, quien al conducir una motocicleta en un 
puente vehicular y derivado de su falta de mantenimien-
to, al pasar por un “bache”, perdió el control e impactó 
contra los barrotes de contención y salió proyectado por 
encima del puente.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito 
determina que procede la reparación integral del daño 
y, por ende, el pago de la indemnización por responsab-
ilidad patrimonial del Estado, cuando se viola el dere-
cho fundamental a una buena administración pública, 
al demostrarse la concurrencia de hechos y condiciones 
causales entre el daño patrimonial causado y la activi-
dad irregular reclamada.
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Justificación: Lo anterior, porque la buena adminis-
tración pública es un derecho fundamental de las per-
sonas y un principio de actuación para los poderes pú-
blicos, el cual se vincula e interrelaciona con otros; con 
sustento en él deben generarse acciones y políticas públi-
cas orientadas a la apertura gubernamental, para con-
tribuir a la solución de los problemas públicos a través 
de instrumentos ciudadanos participativos, efectivos y 
transversales. Es así que todo servidor público garan-
tizará, en el ejercicio de sus funciones, el cumplimiento y 
observancia de los principios generales y fines que rigen 
la función pública, respetando los valores de dignidad, 
ética, justicia, lealtad, libertad y seguridad de las perso-
nas. En la Ciudad de México está garantizado el dere-
cho referido a través de un gobierno que debe ser abi-
erto, integral, honesto, transparente, profesional, eficaz, 
eficiente, austero, incluyente y resiliente, conforme a la 
Carta Iberoamericana de los Derechos y Deberes del 
Ciudadano en Relación con la Administración Públi-
ca (suscrita por México los días 18 y 19 de octubre de 
2013) y a los artículos 60 de la Constitución Política, 
2o. de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Ad-
ministración Pública y 36 de la Ley Constitucional de 
Derechos Humanos y sus Garantías, todas de la Ciudad 
de México. Su conformación jurídica implica una serie 
de principios y directrices previstos en los artículos 109 
y 134 de la Constitución General, correlacionados con 
otros contenidos en los diversos 6 y 7 de la Ley General 
de Responsabilidades Administrativas y 5 de la Ley Gen-
eral del Sistema Nacional Anticorrupción; su propósito 
es generar acciones y políticas públicas orientadas a la 
apertura gubernamental para combatir la corrupción y 
contribuir a la solución de los problemas públicos me-
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diante instrumentos ciudadanos participativos. Todas 
estas prevenciones implican cambios estructurales en 
la conformación y en la operación de la administración 
y son la esencia de la buena administración. En con-
secuencia, los entes públicos están obligados a crear y 
mantener condiciones estructurales y normativas que 
permitan el adecuado funcionamiento del Estado en su 
conjunto, aunado a la actuación ética y responsable de 
cada servidor público, conforme al precepto 6 indica-
do, lo que se traduce en obligaciones y deberes específ-
icos y puntuales, determinantes de la obligación de la 
administración para crear condiciones de regularidad, 
funcionalidad, eficacia y eficiencia en favor de los ciu-
dadanos. Ahora bien, no acatar tales deberes conlleva 
la reparación integral del daño a la parte afectada, y en 
términos del artículo 1o., párrafo último, de la Ley Gen-
eral de Víctimas dicha reparación comprende medidas 
de restitución, rehabilitación, compensación, satisfac-
ción y garantías de no repetición de las irregularidades 
que generaron graves riesgos y daños consumados, 
como la muerte del cónyuge de la quejosa, solicitante 
de la reclamación por responsabilidad patrimonial del 
Estado, quien debe ser compensada económicamente. 
Lo anterior, porque es obligación de las autoridades de-
mandadas dar un adecuado mantenimiento a las vías de 
circulación vehicular, de acuerdo con los artículos 15, 
fracción I, 178, fracción I y 181, párrafo último, de la 
Ley de Movilidad de la Ciudad de México, 39, fracción 
LIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Distrito Federal abrogada, 207 Ter y 207 Quinquies, 
fracciones III y IV, del Reglamento Interior de la Ad-
ministración Pública del Distrito Federal abrogado.
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 315/2021. Ruby Hurtado Bernal. 9 de 
diciembre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Ri-
cardo Gallardo Vara. Secretario: Oswaldo Iván de León 
Carrillo.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de marzo de 2022 a las 
10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

http://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2024340
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Registro digital: 2024961
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Undécima Época
Materia(s): Administrativa
Tesis: XVI.1o.A.1 A (11a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 15, Julio de 2022, Tomo V, página 4528
Tipo: Aislada

INDEMNIZACIÓN POR ERROR JUDICIAL. LA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 10 DE LA CON-
VENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS PUEDE RECLAMARSE CUANDO 
EXISTA SENTENCIA CONDENATORIA FIRME 
EN LA QUE AQUÉL SE ACTUALICE.

Hechos: Los quejosos demandaron la responsabilidad 
patrimonial del Estado por la actuación de diversos 
agentes del Ministerio Público. La autoridad correspon-
diente determinó que no se actualizaba la actividad ad-
ministrativa irregular y, por tanto, que era improcedente 
la indemnización respectiva. Inconformes, acudieron al 
juicio contencioso, en el que se decretó la nulidad par-
cial de esa resolución, por lo que promovieron amparo 
directo al considerar que debió aplicarse el artículo 10 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito 
establece que la indemnización por error judicial pre-
vista en el artículo 10 de la convención citada, puede 
reclamarse cuando exista sentencia condenatoria firme 
en la que aquél se actualice.

Justificación: Lo anterior, porque del proceso legisla-
tivo que antecedió a la reforma por la que se adicionó 
el segundo párrafo al artículo 113 de la Constitución 



356
Revista del posgrado en derecho de la UNAM | revistaderecho.posgrado.unam.mx año 

10, Nº 17, julio - diciembre 2022 | https://doi.org/ 10.22201/ppd.26831783e.2022.17

General, publicada el 14 de junio de 2002 en el Dia-
rio Oficial de la Federación (correlativo al actual últi-
mo párrafo del diverso 109 constitucional), se advierte 
que la intención del Constituyente no fue incluir en él la 
responsabilidad del Estado por error judicial, sino que 
se limitó a regular la actividad administrativa irregu-
lar. Ahora, si bien es cierto que del texto constitucion-
al aprobado no se desprende una limitación expresa en 
el sentido de que nunca se pueda demandar del Estado 
la responsabilidad proveniente de la actividad jurisdic-
cional, concretamente por un error judicial, también lo 
es que con la reforma de 2011 al artículo 1o. consti-
tucional se incorporaron los derechos humanos previs-
tos en los tratados internacionales suscritos por México, 
de lo que deriva que el derecho a la indemnización por 
error judicial contenido en el artículo 10 de la citada 
convención se incorporó al catálogo constitucional de 
derechos y debe ser reconocido por el Estado Mexicano. 
En ese sentido, dicho derecho tiene como presupuesto la 
existencia de una condena contenida en una sentencia 
firme, en la que se haya actualizado el error judicial y 
sólo pueden incurrir en él los órganos o autoridades que 
ejercen la función jurisdiccional, por lo que para iden-
tificarlas debe atenderse tanto al criterio formal de su 
denominación como al criterio material de las funciones 
que realicen (titulares de los órganos jurisdiccionales 
que integran el Poder Judicial, tanto federal como de las 
entidades federativas, así como otros tribunales autóno-
mos, entre ellos, los de justicia administrativa, agrarios, 
laborales o militares).

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIR-
CUITO.
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Amparo directo 68/2021. 10 de junio de 2021. Unanim-
idad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. 
Secretaria: Silvia Vidal Vidal.

Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2022 a las 
10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2024961

Registro No. 169424 Localización:  Novena Época In-
stancia: Pleno Fuente: Semanario Judicial de la Feder-
ación y su Gaceta XXVII, Junio de 2008 Página:722

Tesis:  P./J.42/2008 Jurisprudencia Materia(s):  
Constitucional RESPONSABILIDAD PATRIMO-
NIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y DIRECTA.  SU 
SIGNIFICADO EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO 
PÁRRAFO DEL ARTICULO 113 DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Del segundo párrafo del numeral cit-
ado se advierte el establecimiento a nivel constitucion-
al de la figura de la responsabilidad del Estado por los 
daños que con motivo de su actividad administrativa 
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irregular cause a los particulares en sus bienes o dere-
chos, la cual será objetiva y directa; y el derecho de los 
particulares a recibir una indemnización conforme a las 
bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes. 
A la luz del proceso legislativo de la adición al artículo 
113 de la Constitución Política de los  Estados  Unidos  
Mexicanos,  se  advierte  que  la  “responsabilidad  direc-
ta” significa que cuando en el ejercicio de sus funciones 
el Estado genere daños a los particulares en sus bienes 
o derechos, éstos podrán demandarla directamente, sin 
tener que demostrar la ilicitud o el dolo del servidor que 
causó el daño reclamado, sino  únicamente  la  irregu-
laridad  de su  actuación,  y sin  tener que  demandar 
previamente  a  dicho  servidor;  mientras  que  la  “re-
sponsabilidad  objetiva”   es aquella en la que el particu-
lar no tiene el deber de soportar los daños patrimoniales 
causados por una actividad irregular del Estado, enten-
dida ésta como los actos de la administración realizados 
de manera ilegal o anormal, es decir, sin atender a las 
condiciones normativas o a los parámetros creados por 
la propia administración.

Acción. de inconstitucionalidad 4/2004. Diputados 
integrantes de la Tercera Legislatura de la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal. 7 de febrero de 2008. 
Unanimidad de diez votos. Ausente y Ponente: Sergio 
Salvador Aguirre Anguiano; en su ausencia hizo suyo 
el asunto Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Eduardo 
Delgado Durán. El Tribunal Pleno, el doce de mayo en 
curso, aprobó, con el número 42/2008, la tesis jurispru-
dencial que antecede. México, Distrito Federal, a doce 
de mayo de dos mil ocho.
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